
TÍTULO XI 
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTÍCULO 189.- 
Los procedimientos administrativos relativos a materia migratoria se regirán por las disposiciones de la 
presente Ley y su Reglamento; además, supletoriamente, por la Ley general de la Administración Pública, 
N. º 6227, de 2 de mayo de 1978; la Ley N. º 8220, Protección al ciudadano del exceso de requisitos y 
trámites administrativos, de 4 de marzo de 2002, y el Código Procesal Contencioso- Administrativo, N. º 
8508, de 28 de abril de 2006. 
 
ARTÍCULO 190.- 
La Dirección General se encuentra obligada a ordenar y practicar las diligencias necesarias de prueba, para 
determinar la verdad real de la condición migratoria de las personas extranjeras. 
 
ARTÍCULO 191.- 
Será de acceso público, la información contenida en los expedientes administrativos, en relación con todo 
trámite tendiente al otorgamiento de la permanencia legal de una persona extranjera, bajo cualquier 
categoría migratoria o la contenida en los expedientes administrativos de deportación o expulsión, así 
como la información que se registre en la Dirección General, relacionada con movimientos migratorios o 
impedimentos de ingreso o egreso.  La administración podrá cobrar por el coste que le suponga el traslado 
digital de esta información a terceros, así como a otras instituciones públicas y privadas. 
 
ARTÍCULO 192.- 
Los plazos establecidos en esta Ley se entenderán como hábiles para el interesado y, como naturales, para 
la administración. 
 
ARTÍCULO 193.- 
La Dirección General rechazará de plano cualquier gestión extemporánea, impertinente o evidentemente 
improcedente. 
 
ARTÍCULO 194.- 
La Dirección General, de oficio o a solicitud de parte, podrá dictar las medidas cautelares razonables y 
necesarias para garantizar el resultado de los procedimientos administrativos que deba realizar en 
aplicación de la presente Ley. Para ejecutar medidas cautelares, podrá solicitarse la colaboración de las 
distintas policías. 
La persona extranjera a quien se le hayan dictado medidas cautelares podrá interponer recurso de 
apelación ante el Tribunal Administrativo Migratorio, en el acto de notificación o dentro de los tres días 
hábiles siguientes a la notificación.  La impugnación de las medidas cautelares no suspenderá la ejecución 
de estas. 
 
ARTÍCULO 195.- 
Toda gestión presentada ante las autoridades migratorias deberá señalar lugar para recibir notificaciones, 
según lo establecido en el Reglamento de la presente Ley, salvo si en el expediente administrativo consta 
lugar señalado o si se ha indicado cualquier medio electrónico mediante el cual sea posible realizar la 



notificación.  Si no se cumple dicha obligación, los actos emitidos por la Dirección General se tendrán por 
notificados, en el término de veinticuatro horas. 
 
ARTÍCULO 196.- 
Queda autorizado el uso de medios electrónicos para la realización de todo trámite migratorio, así como 
para las notificaciones, de acuerdo con lo que estipule al efecto el Reglamento de la presente Ley.  Cuando 
la notificación sea realizada por un funcionario público, este gozará de fe pública para todos los efectos 
legales. 
 
ARTÍCULO 197.- 
El Reglamento de la presente Ley establecerá el procedimiento administrativo procedente para imponer 
las sanciones de multa establecidas en la presente Ley.  Si el infractor se niega a pagar la suma establecida 
por la Dirección General, esta última certificará el adeudo, que constituirá título ejecutivo, a fin de que, 
con base en él, se plantee el proceso de ejecución en vía judicial, por medio de la Procuraduría General 
de la República, en los términos dispuestos en el Código Procesal Civil. 
 
 

CAPÍTULO II 
TRÁMITE DE LAS SOLICITUDES DE RESIDENCIA 

 
ARTÍCULO 198.- 
Toda solicitud presentada ante las autoridades migratorias deberá contener todos los requisitos 
dispuestos en la presente Ley y su Reglamento. 
 
ARTÍCULO 199.- 
Cuando la solicitud sea presentada en forma incompleta o no se aporten los documentos necesarios, la 
autoridad migratoria correspondiente le otorgará, al interesado, un plazo de diez días hábiles para que 
subsane los defectos o complete la documentación.  Este plazo podrá ampliarse, a discreción de la 
Dirección General, cuando el interesado demuestre, en solicitud debidamente fundamentada, que 
necesita un plazo mayor para completar la documentación. Vencido este plazo sin que se haya 
completado el expediente, la autoridad migratoria competente declarará inadmisible la gestión y 
ordenará el archivo del expediente respectivo. 
 
ARTÍCULO 200.- 
La Dirección General contará con un plazo máximo de tres meses para resolver, a partir del momento en 
que se hayan cumplido todos los requisitos.  Cuando se trate de peticiones para optar por la condición 
migratoria legal, este plazo correrá a partir del recibo de la documentación, en las oficinas centrales de la 
Dirección General. 
 
ARTÍCULO 201.- 
Cuando se trate de peticiones para optar por la residencia, permanente o temporal, estas normas deberán 
ser observadas tanto por el personal migratorio nacional como por los agentes migratorios en el exterior, 
en los casos en que la presentación de la solicitud se haya hecho desde el extranjero, según la presente 
Ley, su Reglamento y la política migratoria. 
 
 
 
 



CAPÍTULO III 
PROCEDIMIENTO GENERAL 

 
ARTÍCULO 202.- 
En los procedimientos administrativos que tiendan a modificar o suprimir una condición migratoria ya 
otorgada o, en general, que el acto final imponga obligaciones, suprima o deniegue derechos subjetivos, 
la Dirección General deberá ajustarse a lo dispuesto en los artículos siguientes, salvo las excepciones que 
establece la presente Ley. 
 
ARTÍCULO 203.- 
La Dirección General podrá delegar las funciones determinadas por la presente Ley y su Reglamento.  Se 
autoriza la delegación no jerárquica.  El acto correspondiente deberá hacer expresa manifestación de la 
función delegable, así como el órgano y las personas sobre quienes recaiga la obligación.  La delegación 
de estas funciones, determinadas no jerárquicas, deberá ser publicada en el diario oficial La Gaceta. 
 
ARTÍCULO 204.- 
En el acto inicial deberán cumplirse los principios de imputación e intimación; también, deberán indicarse 
el objeto y los fines del procedimiento, los recursos administrativos procedentes, así como la oficina en 
que se encuentre el expediente administrativo para su consulta o para obtener las fotocopias necesarias; 
asimismo, deberá indicarse la obligación de aportar un medio o lugar para atender notificaciones. 
 
ARTÍCULO 205.- 
De la resolución del acto inicial se le dará traslado a la persona interesada para que ejerza su defensa 
dentro del plazo de ocho días, en el cual deberá manifestar sus alegatos por escrito, y aportar la 
documentación que estime pertinente; además, deberá señalar el lugar o medio electrónico para recibir 
notificaciones, según lo dispuesto en los artículos precedentes. 
 
ARTÍCULO 206.- 
Recibido el escrito de defensa, con las pruebas que se aporten, la resolución final deberá emitirse en un 
plazo que no podrá exceder de tres meses. 
 
 

CAPÍTULO IV 
PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 

 
SECCIÓN I 

DEPORTACIÓN 
 
ARTÍCULO 207.- 
El procedimiento de deportación se realizará de manera sumarísima; podrá iniciarse de oficio o por 
denuncia.  En caso de denuncia, deberán indicarse los nombres del denunciante y el denunciado, la 
ubicación del denunciado, la fecha y el lugar para recibir notificaciones, así como la firma del denunciante, 
la cual deberá hacerse constar ante un funcionario de la Dirección General o deberá ser autenticada por 
un notario público.  A la denuncia deberán adjuntársele las pruebas que el denunciante tenga sobre los 
hechos.  De toda denuncia y pruebas aportadas, deberá extenderse recibo. 
 
 
 



ARTÍCULO 208.- 
En caso de que la autoridad migratoria o un cuerpo policial detecten a una persona extranjera que no 
demuestre permanencia legal en el país deberá verificarse su condición migratoria, por los medios 
posibles, inclusive trasladándola a las oficinas de la Dirección General.  De no ser posible trasladarla, 
podrán realizarse citaciones a las personas extranjeras, con el objeto de que estas se apersonen ante las 
oficinas de la Dirección General.  De no comparecer, podrán ser trasladadas por medio de cualquier 
cuerpo policial. 
La citación deberá contener el nombre y la dirección de la oficina a la que debe apersonarse la persona 
extranjera, el nombre y los apellidos de la persona citada, el asunto para el cual se le cita, el día y la hora 
en la que debe apersonarse, y el nombre y la firma del funcionario que cita.  La citación podrá efectuarse 
por cualquier medio tecnológico idóneo señalado previamente, casa de habitación o personalmente, 
donde la persona extranjera se encuentre. 
 
ARTÍCULO 209.- 
Cuando existan indicios de que una persona extranjera se encuentra ilegal en suelo costarricense, la 
Dirección General, por sí o por medio de la Policía de Migración y Extranjería, dará inicio al procedimiento 
que corresponda, mediante la indicación de los hechos y cargos que se imputan y el objeto del 
procedimiento, en el cual otorgará, de manera inmediata, audiencia oral para que la persona extranjera 
pueda ejercer su derecho de defensa. 
 
ARTÍCULO 210.- 
Completado el trámite inicial del procedimiento y comprobada la ilegalidad del ingreso o la permanencia 
de la persona extranjera, la Dirección General dictará la resolución de deportación que corresponda, la 
cual deberá ser notificada debidamente.  Dicha resolución será ejecutada por la Policía de Migración y 
Extranjería, en el plazo estrictamente necesario para su ejecución. 
 
ARTÍCULO 211.- 
La Dirección General, durante la tramitación del procedimiento administrativo, podrá acordar la 
aplicación de alguna de las siguientes medidas cautelares: 

1) Presentación y firma periódica ante las autoridades competentes. 
2) Orden de aprehensión de la persona extranjera, de conformidad con los tiempos y plazos 

establecidos en la presente Ley. 
3) Caución. 
4) Decomiso temporal de documentos. 
5) Detención domiciliaria. 

Las medidas cautelares dictadas por la Dirección General podrán ser impugnadas en los términos previstos 
en el artículo 194 de esta Ley. 
 
ARTÍCULO 212.- 
Antes de la ejecución de la orden de deportación, la Dirección General remitirá la comunicación de esta 
al consulado del país de nacionalidad de la persona extranjera, para que en el término perentorio de 
setenta y dos horas emita el documento de viaje respectivo.  Vencido este plazo, sin respuesta de la 
representación consular correspondiente, la Dirección General emitirá un documento de viaje y 
comunicará lo correspondiente al consulado respectivo.  Para todos los efectos, el plazo referido en este 
artículo se tendrá computado como parte del estrictamente necesario para ejecutar la orden de 
deportación. 
 
 



ARTÍCULO 213.- 
Notificada una orden de deportación, si la persona extranjera afectada pretende egresar antes de que la 
resolución correspondiente adquiera firmeza legal, la Dirección General podrá autorizar su salida, 
mediando el otorgamiento formal de un poder especial por parte de la persona foránea a favor de un 
tercero, a efectos de que continúe representándola en el procedimiento administrativo correspondiente 
y reciba las notificaciones.  El procedimiento no se detendrá por el egreso de la persona extranjera del 
territorio nacional, incluso si media la interposición de los recursos administrativos procedentes contra la 
resolución de deportación; además, producirá todos los efectos jurídicos establecidos en la presente Ley 
y su Reglamento. 
 
ARTÍCULO 214.- 
La deportación ordenada, en virtud de lo establecido en el inciso 4) del artículo 183 de la presente Ley, no 
estará sujeta a un procedimiento administrativo adicional al realizado para la conminación de la persona 
extranjera. 
 

SECCIÓN II 
EXPULSIÓN 

 
ARTÍCULO 215.- 
En los casos de expulsión, el área legal de la Dirección General de Migración y Extranjería, de oficio o a 
solicitud de la Dirección General, levantará la información correspondiente, a fin de comprobar los cargos 
formulados; además, conferirá a la persona extranjera un plazo de tres días hábiles para que ofrezca 
pruebas de descargo.  Recibida la prueba, el área legal referida, como órgano director del procedimiento, 
rendirá dictamen y pasará las diligencias a la Dirección General, para que dicte la resolución 
correspondiente. 
 
ARTÍCULO 216.- 
La persona extranjera cuya expulsión se haya ordenado, podrá interponer, en el acto de notificación o 
dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación, recurso de revocatoria ante la Dirección General 
o de apelación ante el Tribunal Administrativo Migratorio.  Si lo hace al ser notificada, la autoridad 
migratoria lo hará constar en el acta respectiva. La impugnación de la orden de expulsión suspenderá la 
ejecución de esta. 
En el escrito de apelación, el recurrente deberá ofrecer toda la prueba en la que fundamente su defensa, 
la cual será evacuada por el Tribunal, cuando sea pertinente. 
 
ARTÍCULO 217.- 
El Tribunal Administrativo Migratorio deberá dictar la resolución correspondiente en el plazo de ley.  Firme 
la orden de expulsión, se procederá a su inmediata ejecución y la persona extranjera deberá abandonar 
el territorio nacional y perderá la garantía rendida a favor del Estado. 
 
ARTÍCULO 218.- 
La Dirección General de Migración y Extranjería, antes de la ejecución de la orden de expulsión, remitirá 
la comunicación de esta al consulado del país de nacionalidad de la persona extranjera para que, en el 
término perentorio de setenta y dos horas, emita el documento de viaje respectivo.  Vencido el plazo sin 
respuesta de la representación consular correspondiente, la Dirección General emitirá un documento de 
viaje y comunicará lo correspondiente al consulado respectivo.  Para todos los efectos, el plazo referido 
en este artículo se tendrá computado como parte del estrictamente necesario para ejecutar la orden de 
expulsión. 



 
ARTÍCULO 219.- 
Cuando, por antecedentes personales, pueda presumirse que la persona extranjera intentará eludir el 
procedimiento de expulsión, la Dirección General podrá dictar cualquier medida cautelar de las previstas 
en el artículo 211 de esta Ley. 
Las medidas cautelares dictadas por la Dirección General podrán ser impugnadas en los términos previstos 
en el artículo 194 de esta Ley. 
 
ARTÍCULO 220.- 
La resolución administrativa emanada de los procedimientos de rechazo, deportación y expulsión se 
decretará en sede migratoria con independencia de la existencia de un procedimiento de extradición 
incoado judicialmente contra la misma persona migrante; este último procedimiento tendrá prevalencia 
sobre los primeros. 
Tal resolución administrativa será comunicada a la autoridad judicial correspondiente. 


